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la realidad social, en este caso, revelada a través del tejido asociativo, y nos permite articular nuevas actuaciones desde 
esta mirada, como una de las importantes responsabilidades que asume  el titular de la Institución, dando voz a todas 
esas personas y contribuyendo a que tengan mejores condiciones de vida. 

En el desarrollo de la actividad institucional, a lo largo del año 2023 se han mantenido 605 reuniones y contactos con 
entidades, organizaciones y agentes sociales, tanto en el curso de la tramitación de quejas como de otras iniciativas 
o actuaciones llevadas a cabo por la Institución.

También contamos con el funcionamiento del Consejo Asesor del Defensor del Pueblo Andaluz y Defensoría de la Infancia 
y Adolescencia de Andalucía en materia de Menores (el e-foro de Menores) creado por esta Institución en noviembre 
de 2008 y que ha facilitado asesoramiento a la Institución en esta materia y ha posibilitado la efectiva participación en 
la misma de los niños, niñas y adolescentes de Andalucía.

Como en años precedentes, se ha organizado la XVI edición de los Premios de la Defensoría de la Infancia y la Adoles-
cencia de Andalucía. Con ello consolidamos esta iniciativa que tan buena acogida tiene entre este sector de población 
para promocionar y divulgar los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

1.1. Bioética y salud mental

1.1.4. La atención a la salud mental de las personas 
mayores: una asignatura pendiente

En relación con las personas mayores el problema es más preocupante, por su vacío, dado que presenta dificultades 
en su detección. La subestimación de síntomas que se achacan a la edad, impiden el posible diagnóstico y tratamiento.

No contamos prácticamente con datos sobre este problema en la Institución, salvo en los casos en que algún vecino, 
familiar lejano o entidad, alerta in extremis del desvalimiento y riesgo que corre una persona mayor que parece padecer 
algún trastorno mental y que vive sola, sin recursos, ni capacidad de autocuidado y sin tratamiento sanitario ni apoyo 
social.

La Administración sanitaria se remite a la existencia de programas no asistenciales, de índole preventiva y de cuidados, 
que pueden promover la salud en general (también la mental) de las personas mayores: Estrategia de Bioética, Plan 
Integral de Alzheimer y otras Demencias en Andalucía, Estrategia de Humanización, o promoción del envejecimiento 
saludable.

Sin embargo, lo cierto es que la salud mental de las personas mayores se presenta como la gran olvidada y que 
sanitariamente no existe un enfoque particularizado en este tramo vital, que tome en consideración sus características 
propias, factores de riesgo y necesidades de abordaje de su salud mental. Lo que no deja de ser paradójico y un riesgo, 
si tenemos en cuenta los porcentajes de personas de este grupo de edad y la mayor incidencia del suicidio consumado 
dentro del mismo.

En el entorno de los centros sociosanitarios tampoco existe un modelo de atención sanitaria que comprenda específi-
camente la atención a la salud mental de las personas mayores que viven en residencias. De hecho, el sector demanda 
poder contar con plazas de psicogeriatría a disposición de las residencias y la Administración sanitaria reconoce que 
el enfoque a la salud mental de estas personas debería contar con un proyecto específico, ya que todo el esfuerzo se 
diluye en la simple atención a la cronicidad.

Debemos recordar que en el ámbito psiquiátrico especializado europeo se considera que la atención a la salud mental 
de las personas mayores es esencial, en relación con elementos como la atención a las personas cuidadoras, la preven-
ción en salud mental y la cohesión social.

https://defensordelmenordeandalucia.es/consejo-infancia-y-adolescencia
https://16premiodefensor.es/
https://16premiodefensor.es/
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Partiendo de que la heterogeneidad de las personas mayores como grupo de edad, supone que sus necesidades 
de salud están sujetas a abordajes individualizados, ya que no dependen de su edad, sino de la capacidad funcional de 
cada una, las conclusiones de los expertos son las siguientes:

1. Dentro del peso de los determinantes de la salud, los esfuerzos deben centrarse en la prevención de los psicológicos 
y sociales, que son los más relevantes.

2. En relación con la prevalencia, la tasa global de enfermedad mental es mayor en la población menor de 60 años 
que en la mayor de dicha edad, con dos excepciones: demencias y trastornos afectivos (depresión, trastornos 
mentales).

3. Los trastornos mentales son infradiagnosticados, infratratados y dan lugar a consecuencias más severas, como 
el suicidio consumado.

4. Las demencias deben tratarse psiquiátricamente, no solo como trastorno neurológico, siendo fundamental el 
diagnóstico precoz y la prevención.

5. En el modelo de salud ACP (atención centrada en las personas), el sistema sanitario ha de ofrecer las herramientas 
para la toma de decisiones individuales y asunción de la autorresponsabilidad.

6. Es una oportunidad la integración de los sistemas de salud y de intervención social y la creación de espacios 
sociosanitarios.

7. Deben desarrollarse programas específicos de prevención: del suicidio, del aislamiento/soledad, del duelo, del 
deterioro cognitivo/demencia y del abuso.

8. En particular, protocolos de detección del abuso en las personas mayores.

9. Formación de los diferentes perfiles profesionales.

10. Creación de estructuras asistenciales específicas: atención a la salud mental de las personas mayores por Atención 
Primaria y salud mental, a domicilio y en residencias; cuidados intermedios de salud mental a mayores; creación 
de unidades de hospitalización psicogeriátrica y de unidades de convalecencia y cuidados paliativos dotadas de 
atención psiquiátrica.

11. No existe atención psiquiátrica dentro de las propias residencias, en las que si bien la Atención Primaria cubre 
los aspectos generales de salud física, es más infrecuente que los Centros de salud mental consideren dentro de 
sus responsabilidades la atención a los mayores.

1.1.6. La conducta suicida: una epidemia creciente
Dentro de la salud mental es obligado reparar en el grave problema de salud pública que representa la conducta suicida, 
por la devastación que produce tanto en la vida de quienes atentan contra sí mismos, como en la de sus seres queridos, 
arrasados bajo el peso del dolor de una ausencia traumática, o atemorizados por la incerteza de un nuevo intento.

Las estadísticas nos dicen que las conductas suicidas van en aumento, alzándose como la principal causa de muerte no 
natural en nuestro país, dentro de cuyo contexto Andalucía presenta una tasa (10,28%) que supera en dos puntos a la 
media nacional, con un total de 800 personas que perdieron la vida por esta causa en nuestra comunidad en el año 2022.

En el suicidio consumado más hombres (78%) que mujeres (22%) pierden la vida de este modo, cuyo principal foco de 
atención debe ponerse en las personas mayores de 65 años, que son las que cuentan con una tasa más elevada, sin 
perjuicio de que el suicidio suponga la principal causa de muerte adolescente.

En los intentos de suicidio atendidos en las urgencias de Andalucía en 2022, concretados en 5042 casos, el porcentaje 
mayor se perpetra por mujeres (67%), siendo del 8% los intentos procedentes de menores de edad y, dentro de estos, 
por menores en su etapa adolescente.
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Estas cifras justifican la importancia de la prevención, la detección a tiempo del riesgo, la actuación diligente de los 
servicios de atención sanitaria urgente y el diseño de itinerarios de tratamiento accesibles y coordinados.

Esta Institución fue directamente conocedora del desenlace fatal de un intento autolítico abordado en un servicio de 
urgencias hospitalario, que nos llevó a cuestionar el peso que en la decisión clínica debe darse a las escalas de valoración 
predictivas del riesgo de autolisis, poco fiables sin la intervención del más autorizado criterio facultativo especializado 
que corrija sus resultados, y a reflexionar sobre los problemas que presenta el abordaje de esta situación crucial en los 
dispositivos sanitarios de urgencias, carentes en su afrontamiento de alternativas eficaces a la decisión de ingreso en la 
unidad de agudos, que permitan canalizar la situación crítica hacia un circuito eficaz de intervención coordinada, para 
la instauración de un tratamiento adecuado y a tiempo.

El caso particular de la joven perecida en este contexto, cuyas vivencias expresadas por sus padres nos conmovieron, 
presentaba los elementos precisos para extrapolar la situación analizada hasta alcanzar conclusiones generales sobre 
la planificación de conjunto y la mejora de las prácticas.

Con esta finalidad el Defensor del Pueblo Andaluz dirigió a los responsables de la Administración sanitaria una triple 
recomendación (queja 19/6988):

La elaboración de un Plan Andaluz de Prevención del Suicidio, como instrumento de planificación participado, que 
permita solventar las carencias, fallas, lagunas e insuficiencias actuales en el enfoque de este problema sanitario y social, 
tanto respecto de las personas que presentan el riesgo como para la atención de las que sobreviven a una experiencia 
traumática de esta índole.

Dentro del mismo, ofrecer un enfoque particularizado a la prevención del suicidio en la población infantil y juvenil.

Y, finalmente, garantizar la continuidad asistencial en el tratamiento sanitario a la salud mental, mediante prácticas 
de mejora en la coordinación y colaboración entre niveles, recursos y dispositivos, que permitan adoptar la respuesta 
más adecuada y eficaz a episodios agudos, especialmente en los casos de riesgo autolítico.

Los dos primeros objetivos se recogieron en el Programa de Prevención de la Conducta Suicida en Andalucía 2023-2026, 
publicado por Acuerdo de toma de conocimiento del Consejo de Gobierno de 27 de junio de 2023.

La puesta en marcha del Programa ha comenzado por la implantación del Código Suicidio, si bien aún no contamos 
con datos de aplicación, desarrollo, evolución y evaluación de resultados, dada su cercana aprobación.

La garantía de la continuidad asistencial y el refuerzo de la coordinación y colaboración en los casos de riesgo 
autolítico, constituye una meta vinculada a un conjunto más plural de elementos debidamente planificados, como la 
redefinición del papel de sus recursos y dispositivos, el incremento de la ratio de sus profesionales, la ampliación de 
perfiles, la reorganización del reparto de roles y funciones entre los mismos, así como la posibilidad de diversificar y 
singularizar las diferentes tipologías de tratamiento.

Desde la Administración sanitaria se indicaba que esta garantía se estaba aplicando a través de una mejora de la coor-
dinación entre Atención Primaria y Salud Mental para incrementar la accesibilidad y la continuidad asistencial, el apoyo 
de otros actores (movimiento asociativo, Faisem, ayuntamientos, justicia y asuntos sociales), y la incorporación de nue-
vos profesionales para la coordinación interniveles, como los psicólogos clínicos en Atención Primaria, los Equipos de 
Tratamiento Intensivo Comunitarios, los referentes de prevención de la conducta suicida, los refuerzos en atención a la 
salud mental Infanto-juvenil y las enfermeras referentes de centros educativos.

En la intervención inicial frente al riesgo autolítico parece también importante contar con los medios que pueda aportar 
la atención urgente del 061, dado que los centros coordinadores de este servicio en Andalucía señalan que cada año 
atienden las llamadas de miles de personas que alertan de su intención o actuación suicida, concretadas en casi 10.000 
en 2022.

Para la actuación eficaz en estos casos el grupo de Salud Mental del 061 de Huelva coordinó a finales de 2022 un pro-
tocolo específico de actuación ante este tipo de conductas, que aún estando acabado no ha llegado a implantarse.

El protocolo se basa en la formación de los trabajadores de este servicio, a fin de un adecuado triaje telefónico o de cla-
sificación de las llamadas de suicidio, la activación de la atención inmediata y el seguimiento de los afectados. Además 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-elabore-un-plan-andaluz-de-prevencion-del-suicidio-con-enfoque-particular-en-la
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/125/BOJA23-125-00095-11228-01_00286252.pdf
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de prever el desarrollo, conjunto y coordinado con los hospitales, de un código de atención al paciente con conductas 
suicidas.

2.1.4. Personas en situación y/o riesgo de 
vulnerabilidad

2.1.4.2.1.2.4. Las órdenes de lanzamiento: el último 
recurso al que acudir

...

En la queja 23/1896 la interesada, de 77 años de edad, nos traslada su preocupación por el procedimiento judicial de des-
ahucio, por ocupación en precario de una vivienda de la entidad Sareb. Refiere que no dispone de ingresos suficientes 
para acceder a una vivienda de alquiler por su propia cuenta, que está inscrita en el Registro Municipal de Demandantes 
de Vivienda Protegida y que los servicios sociales comunitarios conocen su situación y han emitido informe de vulne-
rabilidad dirigido al juzgado, si bien no cuentan con alternativa habitacional para cuando se ejecute el lanzamiento. 

Solicitado información al Ayuntamiento donde reside nos trasladó que se ha emitido Informe Social al Juzgado eviden-
ciando su situación de vulnerabilidad y que de “forma paralela y/o transversal a lo anteriormente referido, se ha remitido 
a la familia a la Oficina de Defensa de la Vivienda, a la Oficina de Intermediación Hipotecaria, a la Oficina de Vivienda 
Municipal para su inscripción como demandante de Vivienda Protegida, requisito indispensable para poder acceder 
a viviendas sociales..”. Unas actuaciones que propiciaron la suspensión del lanzamiento de su vivienda, prevista para el 
mes de mayo, estando su expediente en proceso de revisión por SAREB. 

...

2.1.5. Salud y bienestar

2.1.5.2.6. Políticas de Salud
...

La segunda cuestión anteriormente apuntada se refiere al conocimiento del estudio elaborado por Human Rights 
Watch sobre los efectos de las olas de calor en mayores y en personas con discapacidad, cuyos informes nos fueron 
presentados por representantes de dicha organización, que asimismo fueron expuestos por su parte ante las diferentes 
Administraciones concernidas, especialmente la de Salud y Consumo y la de Inclusión Social.

Dicho estudio comprende dos documentos, respectivamente titulados “Las personas con discapacidad no tienen el 
apoyo que necesitan cuando hace mucho calor en España”, y “España: respuesta inadecuada a las olas de calor. Es pre-
ciso apoyar a las personas con discapacidad que están en riesgo por el cambio climático”.

Por el Defensor del Pueblo Andaluz, a su vez, se informó a la asociación del Acuerdo de 16 de mayo de 2023, del Consejo 
de Gobierno, por el que se toma conocimiento del Plan Andaluz para la Prevención de los Efectos de las Temperaturas 
Excesivas sobre la Salud 2023, que establece medidas de especial atención a los colectivos más vulnerables y medidas 
de prevención para las poblaciones de riesgo (personas mayores de 65 años; enfermos crónicos; personas que toman un 
medicamento que pueda influir en la adaptación del organismo al calor como psicótropos, antidepresivos, hipotenso-

https://www.hrw.org/sites/default/files/media_2023/06/2023_Spain_Heatwaves_ETR_ES.pdf
https://www.hrw.org/sites/default/files/media_2023/06/2023_Spain_Heatwaves_ETR_ES.pdf
https://www.hrw.org/es/news/2023/06/26/espana-respuesta-inadecuada-las-olas-de-calor
https://www.hrw.org/es/news/2023/06/26/espana-respuesta-inadecuada-las-olas-de-calor
https://juntadeandalucia.es/eboja/2023/94/BOJA23-094-00068-8854-01_00283883.pdf
https://juntadeandalucia.es/eboja/2023/94/BOJA23-094-00068-8854-01_00283883.pdf
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